Mapeando los conflictos: Instituciones de gestión y manejo del Parque
Nacional Canaima y sus recursos
Isabelle Sánchez Rose y Hebe Vessuri

Riesgo y ambiente en áreas protegidas: Parque Nacional Canaima

El Parque Nacional Canaima (PNC), localizado al sudeste del río Orinoco en la frontera con Brasil, es el segundo en extensión a nivel nacional (30.000 Km2) y fue decretado Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO, en 1994, por la singularidad de su geología (3000 millones de años) y paisajes escénicos. El PNC es un territorio muy especial rico en biodiversidad, minerales, especies vegetales, de fauna y flora endémicas (Real, M. et al., 2002), pero también sumamente frágil con una capa vegetal muy delgada, que comienza a sufrir pérdidas irreparables de sus hábitats (Kingsbury, 2001). Adicionalmente, esta región posee un alto valor estratégico por ser un estado fronterizo, los recursos que tiene, su potencial turístico, así como por poseer la fuente hídrica del mayor complejo hidroeléctrico de Venezuela que surte de energía eléctrica al 70% del país. Es el Parque de Venezuela con mayor número de habitantes, en su mayoría indígenas de la etnia Pemón (80%), con más de tres cuartas partes de la población dentro de su perímetro, quienes cohabitan con una gama heterogénea de actores con competencias e intereses diferentes y en muchos casos conflictivos en torno al uso y gestión de los recursos del Parque. 

El sistema socio-ecológico del PNC es complejo tanto por la diversidad de ecosistemas que lo conforman como por las múltiples interrelaciones que se producen entre sus subsistemas (físicos, sociales, culturales, geopolíticos, etc.). Sobre el territorio del Parque se superponen una serie de figuras político-administrativas (área protegida, Patrimonio de la Humanidad, Territorio ancestral del pueblo Pemón, dependencias político-territoriales a distintas escalas, etc.) (República de Venezuela, 1983; República Bolivariana de Venezuela, 2007; 2005; 2001; 1999) y es objeto de demandas de usos heterogéneos (actividades de subsistencia del pueblo Pemón, gestión de parques, producción de energía hidro-eléctrico, desarrollo turístico, explotación minera, conservación de biodiversidad, etc.). Todo lo anterior conforma un mapa complejo de actores con intereses diversos y en muchos casos conflictos (Figura 1). 

Figura 1. Conflictos de intereses en el Parque Nacional Canaima
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Diversos factores están llevando a esta región a una situación de vulnerabilidad socio-ecológica, como son la alta incidencia de incendios (entre 2000 y 3000 al año), cambios en el uso de la tierra y cambios climáticos;  el crecimiento poblacional de las últimas décadas y la necesidad de tierras para la subsistencia aunado a las demandas heterogéneas de usos de los recursos del PNC están produciendo un acelerado proceso de degradación de la cobertura boscosa, afectando las actividades de subsistencia de los Pemón como son la agricultura itinerante, la cacería y la pesca. Ante un escenario de futura reducción de los bosques, los distintos actores que hacen vida en el Parque pueden considerarse vulnerables, ya que el proceso de sabanización posee consecuencias locales (pérdida de la capacidad de amortiguación ante eventos climáticos extremos, degradación de los suelos productivos, pérdida de la cacería, disminución del potencial de producción agroalimentaria, insostenibilidad de las prácticas ancestrales), además de regionales (cambios en el balance hídrico, afectación de un paisaje con gran atractivo turístico, aumentos en la carga sedimentaria de los cursos de agua), y globales (liberación de gases con efecto invernadero, alteración de los ciclos biogeoquímicos y pérdida de biodiversidad) (Millenium Ecosystem Assessment, 2003).

Todos estos factores generan un ciclo de causas y efectos que pueden llevar a la insostenibilidad de los sistemas socio-ecológicos, en razón de lo cual la planificación intercultural para la gestión del Parque es una prioridad.  Se plantea con urgencia la necesidad de establecer las causas y consecuencias tanto ecológicas como socio-políticas asociadas a la degradación de los hábitats del Parque Nacional Canaima, pues hasta el momento no se han realizado investigaciones que determinen de manera directa los factores involucrados en estos procesos. En este contexto se platea un proyecto de gran alcance de carácter multidisciplinario e interinstitucional
, orientado a examinar la capacidad adaptativa del sistema socio-ecológico del PNC, es decir la vulnerabilidad y resiliencia de los hábitats del Parque ante los distintos factores de riesgo a los que está enfrentado, sus umbrales críticos y sostenibilidad futura bajo los patrones de uso y contexto social actuales. 

El proyecto en cuestión se denomina “Factores de riesgo en la reducción de hábitats en el Parque Nacional Canaima: vulnerabilidad y herramientas para el desarrollo sostenible” (que para simplificar denominaremos “Proyecto Riesgo”), el cual se propone evaluar la vulnerabilidad del sistema socio-ecológico del PNC ante los cambios climáticos, cambios en el patrón de usos de la tierra, incidencia de incendios, los factores sociales, culturales, económicos y políticos a diferentes escalas espacio-temporales (Bilbao y al., 2006).  La investigación permitirá conocer la dinámica de la interacción humano-ambiental del PNC, establecer la línea base de los sistemas socio-ecológico de la región y contar con los insumos necesarios para desarrollar indicadores de vulnerabilidad (ecológicos, físicos, socio-institucionales, etc.) y proponer herramientas para la gestión de riesgo con miras a contribuir a un desarrollo sostenible del mismo. El proyecto adoptó el enfoque metodológico desarrollado por ICSU-ISTS-TWAS en “Harnessing science, technology and innovation for sustainable development” (2005), que pretende articular el conocimiento con la acción para la solución de los problemas prioritarios del desarrollo, contribuyendo con la construcción de capacidades a lo largo de las distintas actividades y escalas espaciales (ICSU, 2002).

Esta investigación constituye una iniciativa pionera en Venezuela de integración de elementos sociales y ecológicos. En efecto, ésta se propone realizar un análisis de la evolución histórica y diagnosis de la reducción de hábitats y de la vulnerabilidad de la región en el mediano y corto plazo considerando los distintos factores de riesgo, distinguiendo tanto la vulnerabilidad y resiliencia de los componentes ecológicos y ambientales del sistema en el ámbito local y regional, así como los sociales, culturales e institucionales. 

Complejidad,  incertidumbre y riesgo 
La problemática ambiental global ha puesto en evidencia la estrecha conexión e interdependencia que existe entre los sistemas naturales y los sociales, donde sólo es posible comprender su dinámica desde una perspectiva sistémica, analizando el sistema socio-ecológico como un todo. Muchos de los problemas de sustentabilidad, como por ejemplo el cambio ambiental global, son en buena parte una problemática relativa a las interacciones humano-ambientales. De ahí que la sociedad no puede seguir siendo tratada como una variable independiente (IHDP, 2007). Como cualquier otro sistema, los sistemas socio-ecológicos son dinámicos y cambiantes, razón por la cual la sustentabilidad, no debe ser entendida como inmovilidad o inmutabilidad del sistema, sino como la capacidad de recuperación de los sistemas ante las perturbaciones, es decir su resiliencia. En tal sentido, los esfuerzos por alcanzar el desarrollo sustentable deben orientarse tanto a conservar la base ecológica y las funciones de los sistemas socio-ecológicos, como a incrementar también la capacidad ecológica y social (resiliencia) del sistema para enfrentar las perturbaciones, a fin de contar con la flexibilidad necesaria para adaptarse a las condiciones cambiantes del entorno (Gallopin, 2001). 

Por otra parte, en virtud de la complejidad inherente a estos sistemas, sólo es posible abordarlos con la participación de varias perspectivas a fin de poder dar cuenta de los comportamientos que exhibe: no-lineales, emergentes, auto-organización jerárquica, subsistemas acoplados a diferentes escalas e incertidumbre. Adicionalmente a la incertidumbre propia de los sistemas complejos relativo al proceso cognoscitivo, la presencia de componentes humanos o institucionales le confiere una incertidumbre adicional al tener éstos la capacidad de pensarse a si mismos y porque sus conductas están condicionadas por sus representaciones simbólicas e intencionalidades, por lo que se les denomina sistemas complejos reflexivos (Funtowicz y De Marchi, 2003). Estos sistemas son también llamados adaptativos debido a su capacidad para aprender y cambiar su comportamiento de acuerdo a su interacción con el entorno. En estos casos, la incertidumbre del sistema es irreductible. 
La investigación científica que se realiza sobre los sistemas complejos auto-conscientes debe enfrentar distintos niveles de complejidad: en primer lugar, la complejidad inherente a los sistemas físico-naturales, en segundo término la necesidad de tomar en cuenta como igualmente válidas y legítimas distintas percepciones y puntos de vista y, por último, también debe considerar las diferentes intencionalidades e intereses de los grupos de presión y actores en juego (Gallopin y Vessuri, 2006). Como corolario de todo lo anterior, la búsqueda de la sustentabilidad requiere el desarrollo de destrezas y capacidades conceptuales y prácticas para manejar la interconectividad (entre escalas espaciales, temporales y funcionales), la multidimensionalidad y la complejidad. Adicionalmente la búsqueda de soluciones a los problemas de sustentabilidad lleva a atender simultáneamente demandas e intereses competitivos. Las decisiones necesarias para lograr el desarrollo sustentable no son exclusivamente de orden técnico que pueden determinarse científicamente con base a conocimiento certificado. Es una empresa que descansa, en última instancia, en el campo de la decisión y de la negociación política. 

En otro orden de ideas, partimos de reconocer que el riesgo es en su mayoría resultado de acciones humanas y que los desastres son en última instancia, el resultado de un proceso socialmente construido. En tal sentido, el riesgo es visto como una construcción social y por ende, un hecho sujetivo y relativo. De esta premisa derivan dos ideas importantes. La primera, es la necesidad de  reconocer que en cualquier proceso dirigido a la gestión del riesgo, debe dársela la misma importancia a las evidencias físicas y materiales que dan cuenta de él, como a las percepciones y representaciones sociales que constituyen el sustrato a partir del cual la gente “construye el riesgo” (o lo ignora). La segunda idea, es que, a excepción de los riesgos asociados a los desastres o catástrofes naturales, el riesgo parece ser siempre el resultado de acciones humanas que generan una situación conflictiva (Luján y Echeverría, 2004; Maskrey, 1993). Siendo así, el conflicto es una variable inherente al riesgo, por lo que la resolución de las situaciones de riesgo no se limita a su “gestión”, sino que implica también procesos de negociación y resolución de conflictos entre intereses encontrados, orientados a la construcción de opciones consensuadas y la coordinación de acciones para manejarlo. (Renn, 2005; Lavell, 2004) 

En el caso de la Gran Sabana, la pluralidad de actores sociales e institucionales relacionados con la problemática de riesgo, con intereses y expectativas diversas y contradictorios, atravesada por complejas interacciones entre los distintos niveles de gobierno, plantea la necesidad de abordar esta problemática desde la perspectiva de la gobernabilidad del riesgo. Es por ello que en el presente estudio nos propusimos explorar los aspectos que inciden en la gobernabilidad del riesgo en la gestión ambiental de un sistema complejo como es el caso del Parque Nacional Canaima. 

Gobernabilidad del riesgo

La noción de gobernabilidad es controvertida y ha sido empleada por sectores de distintas orientaciones ideológicas con varios propósitos y connotaciones a menudo contradictorias. Si bien la ambigüedad del término tiende a crear confusión en cuanto a su significado y aplicación, todas las connotaciones remiten a la idea de ejercicio de poder e implica la existencia de un proceso político. 
En el debate sobre gobernabilidad es posible distinguir dos grandes enfoques (Loyo, 2002; Allen et al, 2005): el primer enfoque surgió en la década de 1970 y concibe a gobernabilidad “centrada en el Estado”, es decir que el gobierno es el actor principal en la conducción política, se organiza de manera centralizada y el esquema de decisiones se toma de arriba-a-abojo (Top-down). La otra connotación, Gobernabilidad “centrado en la sociedad”, surgió en la década de 1990 y centra entiende que el poder esta distribuido en la sociedad, en la totalidad del sistema político. Este enfoque se sustenta en los cambios acaecidos en los procesos de gobierno basado en nuevas reglas de juego y métodos en la forma cómo se gobierna la sociedad. La gobernabilidad así entendida supone que no hay un actor unitario en el proceso de gobernabilidad, lo cual implica el surgimiento de nuevos arreglos institucionales y patrones de relación entre una pluralidad de actores sociales con propósitos y objetivos diversos, así como el desarrollo de mecanismos de coordinación horizontal y vertical entre diferentes instancias para la toma de decisiones..
El tema de la gobernabilidad se ha extendido a la comunidad internacional preocupada por buscar soluciones a los grandes problemas que se vienen generando en la escala global, los cuales sobrepasan las capacidades del hombre para manejarlos y comprometen seriamente la sustentabilidad del planeta y de vida sobre la tierra. Ante esta situación se plantea cada vez más la necesidad de repensar las formas de organización y gestión social que le permita a la humanidad construir su gobernabilidad. Las preguntas formuladas tienen que ver con ¿cuáles son las prácticas de gobierno más apropiadas para promover la co-responsabilidad y la sinergia entre diferentes actores sociales? Y ¿qué tipo de gobernabilidad se requiere? (Young et al, 2006)
De manera particular, el tema de la gobernabilidad del riesgo se plantea en situaciones de riesgo que se producen en contextos de alta complejidad e incertidumbre en los que la propia definición e identificación del problema es difícil de establecer y cuantificar, por lo que se requiere un cambio sustantivo en los estilos de gobierno, nuevas formas de gobernabilidad, como garantía de un adecuado proceso de gestión y/o manejo del riesgo (De Marchi y Funtowicz, s.f.).  La gobernabilidad del riesgo surge como una necesidad, no tanto debido a la gravedad e intensidad de las situaciones de riesgo, como por los procesos de movilización y cambio social que se generan en torno a dicha situación. En este sentido, De Marchi y Ravetz muestran que, si bien el accidente de Seveso fue menos severo que otros accidentes similares, representa quizás uno de los casos más emblemáticos de gobernabilidad del riesgo. La gobernabilidad del riesgo surgió en este caso como la necesidad de enfrentar “una crisis social y política de grandes proporciones, que se extendió en el tiempo y espacio, y que terminó por desafiar muchas reglas tácitas del contrato social existente” (1999:747) y no por la necesidad de dar respuesta al accidente y a la emergencia local suscitada.

Para la realización de este trabajo, nos apoyamos para la realización de este trabajo en el enfoque de Gobernabilidad del riesgo desarrollado por el Consejo Internacional para la Gobernabilidad del Riesgo en “Risk Governance – Towards an integrative approach” (2006) y de manera específica en los estudios sobre gobernabilidad e instituciones ambientales. Particularmente nos interesa explorar la propuesta metodológica para el diagnóstico institucional desarrollada por Oran Young en “Building regimes for socio-ecological systems: the diagnostic method” (2006), que presentamos seguidamente.

El Consejo Internacional para la Gobernabilidad del Riesgo (IRGC por sus siglas en inglés) propone un marco analítico integral, dirigido a buscar modelos de cooperación público-privado para la gobernabilidad y gestión del riesgo. El marco de referencia desarrollado por IRGC se sustenta en las siguientes premisas: 
1. Para obtener decisiones adecuadas para la gobernabilidad del riesgo, es indispensable considerar tanto las dimensiones “fácticas” como las “socio-culturales” 

2. Un proceso de gobernabilidad inclusivo es un prerrequisito necesario (aunque no suficiente) para abordar el riesgo de manera simultáneamente sustentable y aceptable. Esto se logra garantizando la participación temprana y activa de diversos actores y grupos de la sociedad.

3. Una “buena gobernabilidad” incluye, además del principio de participación, la transparencia, eficacia y eficiencia, responsabilidad, foco estratégico, sostenibilidad, equidad e imparcialidad, respecto a las reglas de la ley y la necesidad de que la solución seleccionada sea política y legalmente realizable, así como aceptable política y éticamente. 

La gobernabilidad del riesgo (GR) es relevante en situaciones en las que, debido a la naturaleza del riesgo y los conflictos de intereses y perspectivas que generan, se requiere de la colaboración y coordinación entre una variedad de actores -públicos y privados- para la toma de decisiones sobre riesgo.  La noción de GR adoptada por IRGC se basa en el reconocimiento de que la relevancia de las decisiones sobre riesgo es el resultado de una serie de interacciones entre diversos actores, a través de un proceso de participación pública que involucran a los stakeholders que involucra a los stakeholders, es decir a los distintos grupos sociales que son o pueden ser afectados por el resultado de un acontecimiento o actividad de la cual proviene el riesgo y/o por las opciones de gestión de riesgo tomadas para responder ante dicho riesgo    (IRGC, 2005: 81)

Desde el punto de vista analítico, en la GR pueden distinguirse dos componentes (Gráfico 2): la gestión del riesgo propiamente dicha y los aspectos amplios de gobernabilidad. La gestión del riesgo se refiere al esquema completo de procedimientos y actividades aplicados de manera convencional en estas situaciones (monitoreo, evaluación, valoración y manejo). El segundo componente se refiere al contexto social del riesgo y a las condiciones básicas asociadas a la toma de decisiones sobre riesgo. Nuestra área de interés se centra en este último componente.
Gráfico 2.- Componentes de la Gobernabilidad del riesgo
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Fuente: Elaboración propia

Para IRGC, uno de los asuntos más complejos que emergen en torno al riesgo, es la forma como la sociedad y sus distintos actores manejan el riesgo. Su preocupación principal es comprender las formas cómo se inserta y relaciona el riesgo en las estructuras de toma de decisiones de los diversos sectores y grupos de la sociedad (entes gubernamentales y de administración, sector productivo, comunidad científica, grupos de stakeholders, así como la sociedad civil). La dificultad reside en que la estructura para la toma de decisiones de una sociedad tiende a ser muy compleja y fragmentada. Ella incluye, además de la estructura en sí, las capacidades organizativas para generar el conocimiento necesario e implementar las acciones requeridas, las normas, reglas y valores políticos y culturales al interior de un contexto social particular y la percepción subjetiva de los individuos y grupos. Los distintos factores que la definen inciden de manera importante en el modo como son tratados los riesgos en diferentes esferas y culturas sociopolíticas.  Dichos factores se refieren al contexto político (estructura institucional, capacidades organizativas, marcos legales de regulación, mecanismos de coordinación, sistemas de creencias, percepciones del riesgo, etc.), y a la cultura política (formas de participación, los estilos de gobierno, el grado de inclusión en los procesos de toma de decisiones, el tipo de gobernabilidad (horizontal y vertical), etc.) 
La gobernabilidad vertical se refiere a los vínculos que pueden existir entre ciertos actores que comparten intereses en ciertos asuntos, como es el caso de las relaciones interinstitucionales o las que se establecen entre niveles espaciales (locales, regionales y nacionales). La gobernabilidad horizontal  envuelve a todos los actores relevantes (gobierno, industria, ONG’s y otros grupos sociales) en el proceso de toma de decisiones al interior de un determinado segmento geográfico o funcional, como puede ser una comunidad o región específica. La diferencia entre ambos formas de gobernabilidad es que mientras que la gobernabilidad vertical se da entre segmentos o unidades similares, la gobernabilidad horizontal se da entre los eslabones ubicados dentro de dichos segmentos. (Renn, 2005:78)
Una cuestión fundamental para comprender el contexto de riesgo son los aspectos institucionales, en su sentido más amplio (organizaciones, reglas, sistemas de valores, mecanismos de regulación, imperativos organizacionales, etc.). Nos interesa analizar de manera particular las dinámicas de las interacciones institucionales que se dan entre las distintas escalas, aspecto relevante en el caso de Gran Sabana (como también se la conoce), donde muchos de los problemas socio-ambientales que tienen una expresión local dentro de los límites del PNC, tienen sus factores causales en políticas institucionales provenientes de un nivel regional y/o nacional. Las figuras políticas administrativas que se superponen son manejadas en escalas geográficas diferentes, con competencias diversas y en muchos casos divergentes, en ausencia de los mecanismos instituciones necesarias para solucionarlos.  
Para el abordaje a los aspectos institucionales, resulta sugestiva la propuesta metodológica desarrollada por Oran Young en “Building regimes for socio-ecological systems: the diagnostic method” (2006), orientada al diagnóstico y diseño institucional. Para Young, las instituciones o regímenes ambientales y de recursos, como también las denomina, deben ser entendidas como colecciones de derecho, reglas, procedimientos de toma de decisiones y actividades programática, cuyo interés reside en el papel fundamental que ellas desempeñan en la determinación de los patrones que adoptan los sistemas socio-ecológicos. Este autor parte de reconocer que las instituciones constituyen una de las fuerzas más importantes en la dinámica de los sistemas socio-ambientales y que una parte importante de los problemas que pueden observarse en las interacciones hombre-ambiente tienen que ver con las instituciones. En tal sentido, ellas constituyen los “filtros que dirigen las  acciones humanas que afectan a los sistemas biofísicos, además de desempeñar un papel importante al determinar la forma cómo reacciona y se adapta la gente a los cambios actuales o esperados de los sistemas biofísicos” (Young, 2006:2). 
El enfoque metodológico propuesto por Young, se articula en torno a cuatro dimensiones: problemas (tipo y características del problema, grado de conocimiento y comprensión), actores o players (tipos de comportamientos de los actores individuales o colectivos, grado de heterogeneidad de los mismos, existencia de reglas claramente establecidas y transparentes), prácticas (naturaleza de las prácticas sociales establecidas, grado de formalidad de las mismas) y políticas (grupos de presión e intereses en juego, capacidad de influencia de los actores). Esta propuesta se orienta de manera particular a analizar lo que denomina “Regímenes ambientales o de recursos” que son aquellas instituciones que gobiernan las actividades humanas relacionadas con el uso de los recursos y servicios ecológicos”, la cual puede considerarse como una institución con propósitos específicos (con un área de interés delimitado, por ejemplo pesca, desecho solidos, etc.). 

Marco institucional del riesgo en la gestión ambiental del PNC.

 Un estudio reciente por acerca de la situación del Sistema de Parques Nacionales de Venezuela (Díaz et al, 2007), muestra que en general, la situación de los Parques Nacionales y Monumentos Naturales se encuentran en situación de alerta, la cual de no atenderse adecuadamente, puede convertirse en crítica con las consecuencias que ello implica, tanto para la conservación de las especies endémicas que poseen, la conservación de la biodiversidad y en la provisión de los servicios ambientales que proveen estos espacios. Al respecto hay que mencionar que los reservorios de agua más importantes del país se encuentran ubicados en las áreas protegidas. Un ejemplo de ello es el Parque Nacional Canaima, localizado en la cuenca del río Caroní que cuyo potencial hídrico provee al 70% del consumo eléctrico del país.
De acuerdo a la opinión de los expertos consultados en el referido estudio, los principales riesgos que enfrenta el Parque Nacional Canaima son: 
	Amenaza
	Dimensiones a aspectos afectados

	Actividad Turística
	Actividad turística no planificada está afectando diversos sectores del parque: deteriora sus elementos naturales e interactúa fuertemente con sus pobladores nativos.

Entre los impactos adversos se mencionan: descontrol sobre tours aerotransportados por helicóptero a zonas de alta fragilidad ecológica,   disposición de basura en sitios de difícil acceso y apertura indiscriminada de picas para vehículos de doble tracción. 

	Poca valorización de los elementos culturales autóctonos
	Se denota a través de las construcciones ejecutadas por entes gubernamentales e incluso por las propias comunidades indígenas.



	Quemas recurrentes
	Afectan grandes extensiones de sabanas.

Estas quemas a su vez son motivo y consecuencia de conflictos importantes de gobernabilidad entre los entes públicos y las comunidades locales. 

	La expansión de conucos y de la ganadería 
	Aunque en escalas locales, son también motivo de preocupación.

	Actividad minera
	Una de las principales amenazas es la minería que se realiza fuera del parque en zonas aledañas a sus linderos, pero que también está empezando a incursionar dentro del propio Parque Nacional. 

Esta minería, aunque incipiente, está siendo ejercida por pobladores locales, lo cual puede desatarse como un problema de importantes consecuencias al mediano plazo. Esta actividad, además de la contaminación que genera y del deterioro del paisaje que produce, aumenta la sedimentación de los ríos que drenan dentro del parque y que son fuente primaria de producción de energía eléctrica

	Ausencia de Plan de Ordenamiento y Reglamento de Uso
	El PNC sólo cuenta con un Plan de Ordenamiento y Reglamento de Uso para el Sector Oriental del Parque. El sector Occidental, que carece de Plan de Ordenamiento, experimenta un auge en la oferta turística y de los problemas ambientales asociados. Tampoco cuenta con un Plan de Manejo.

	Problemas para la vigilancia 
	El PNC tiene 11 puestos de guardaparques con un guardaparques cada uno, lo cual es un número insuficiente de funcionarios para la vigilancia, tomando en consideración la extensión de esta área protegida. 

	Otros
	Debe mejorar sustancialmente el acceso a la información, la participación de las comunidades indígenas y la incorporación de los procesos educativos para lograr una mejor conservación y gestión.


Marco Jurídico -Institucional 

Del conjunto de disposiciones legales y normativas que rigen la materia nos interesa nombrar algunas algunos de los instrumentos jurídicos más recientes  porque introducen nuevas reglas de juego con clara incidencia en la gobernabilidad. 
La reciente Ley Orgánica del Ambiente (2007) establece las disposiciones y principios rectores para la gestión del ambiente, la cual se orienta al resguardo, promoción y fomento de áreas que coadyuven a la preservación de un ambiente seguro, sano y ecológicamente equilibrado. 

Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio (1983) establece la creación de Áreas Bajo Régimen de Administración Especial (ABRAE), las cuales incluyen los Parques Nacionales y Monumentos Naturales.  El Reglamento para la Administración y Manejo de los Parques Nacionales y Monumentos Naturales de (Decreto 276) establece las normas generales por las cuales se rigen estas figuras en cuanto a la asignación de los usos permitidos y la regulación de las actividades y las modalidades de administración.

De acuerdo a estas normas, la administración y manejo de estas áreas deberán especificarse en Planes de Ordenamiento Territorial y sus correspondientes Reglamentos de Uso, los cuales especificaran los usos legalmente permitidos (turismo, investigaciones científicas, recreación, solaz y educación al público). Todos los usos y actividades permitidos, restringidos y prohibidos son enunciados en este reglamento. Vale mencionar al respecto que el PNC sólo cuenta con un Plan de Ordenamiento y Reglamento de Uso para el Sector Oriental del Parque. El sector Occidental, que carece de Plan de Ordenamiento, experimenta un auge en la oferta turística y de los problemas ambientales asociados. Tampoco cuenta con un Plan de Manejo (Diaz et al., 2007)
A raíz de la aprobación de la Ley Orgánica para la Planificación y Gestión de la Ordenación del Territorio por la Asamblea Nacional, en el año 2005, se creó un vacío jurídico en materia de ordenamiento territorial debido a que dicha ley nunca entró en vigencia, hasta que finalmente fue derogada. Actualmente se mantienen vigente la Ley de 1983 antes mencionada. Recientemente se elaboró un nuevo proyecto de Ley Orgánica para la Ordenación y Gestión del Territorio. De ser  aprobado este nuevo instrumento legal, la gestión del territorio orientará la distribución espacial del desarrollo y el fortalecimiento del poder comunal, en conformidad con las estrategia nacional de desarrollo, los patrimonios territoriales, las realidades y las valoraciones ecológica, sociocultural, socioeconómica y geopolítica de dichos patrimonios.
En el año 2005 se promulgó la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas, la cual norma la materia indígena en Venezuela. En ella garantiza el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a vivir en un ambiente sano, seguro y ecológicamente equilibrado por lo que se restringen todas aquellas actividades que produzcan daños irreversibles las áreas especialmente protegidas. También se establece que ellos “coadyuvarán en la protección del ambiente y de los recursos naturales, en especial los Parques Nacionales, Reservas Forestales, Monumentos Naturales, Reservas de Biósfera, Reservas de Agua y demás áreas de importancia ecológica” (artículo 48). Adicionalmente, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela incorpora el reconocimiento que tienen los  pueblos y comunidades indígenas sobre sus territorios, otorgándoles derechos originarios sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan (artículos 119 y 120).  El aprovechamiento de los recursos naturales en los hábitats indígenas deberá hacer sin lesionar la integridad cultural, social y económica de los mismos, la cual está sujeta a la previa información y consulta con las comunidades afectadas. 

El tema de la participación pública en materia de gestión ambiental está consagrado en varios instrumentos. La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela estipula en el artículo 128, la obligación que tiene el Estad de desarrollar una política de ordenamiento del territorio que incluya la información, consulta y participación ciudadana. La Ley Orgánica del Ambiente incluye la participación ciudadana como uno de los principios fundamentales para la gestión ambiental. Dicha participación adopta diversas modalidades que van desde: “la intervención en los procesos de toma de decisiones que tengan incidencia ambiental y afecten la calidad de vida, la intervención en la gestión ambiental a través de la ejecución directa o supervisión de planes y proyectos (cogestión), y el ejercicio de acciones para tratar de revertir situaciones que vulneren el derecho humano a un ambiente sano” (Díaz et al., 2007). 
La Ley Orgánica del Ambiente estipula igualmente que los pueblos indígenas y comunidades indígenas tienen el derecho y el deber de participar en la formulación, aplicación, evaluación y control de los planes y programas de desarrollo nacional, regional y local, susceptibles de afectarles directamente. Dicha participación para la gestión ambiental puede adoptar distintas formas organizativas (articulo 42): “Las organizaciones ambientalistas, los pueblos y comunidades indígenas, los consejos comunales, las comunidades organizadas y otras formas asociativas, podrán desarrollar proyectos enmarcados en una gestión del ambiente compartida y comprometida con la conservación de los ecosistemas, los recursos naturales y el desarrollo sustentable bajo las modalidades de la autogestión y cogestión”.  El Estado, a través del MARN como Autoridad Ambiental Nacional, deberá implementar los mecanismos necesarios para garantizar la “descentralización y transferencia de los servicios concernientes a la gestión del ambiente a las comunidades y grupos vecinales organizados, previa demostración de su capacidad para asumirlos, conforme al principio de la corresponsabilidad y para desarrollar procesos autogestionarios y cogestionarios para un ambiente sano, seguro y ecológicamente equilibrado” (artículo 44).

Estos instrumentos normativos plantean un nuevo escenario y reglas de juego en los procesos de toma de decisión, confiriéndoles un importante peso político a las habitantes originales de parque en materia tanto de la demarcación de sus territorios, como en la gestión de los planes de manejo y gestión de los recursos. Los cambios planteados son profundos y demasiado reciente como para poder evaluar los resultados, por lo que es una materia pendiente en el la investigación de mas largo alcance que nos proponemos realizar (Proyecto “Riesgo”).
Actores

En el PNC existen una serie de organizaciones, públicas y privadas, vinculadas directa o indirectamente con la gestión de los recursos del Parque que incluye: entes públicos con competencias específicas de distintos niveles de gobierno (nacional, regional y local), instituciones relacionadas con distintos aspectos del manejo del Parque a nivel nacional o regional (organismos de regulación, pobladores, gestores, etc.) y actores que hacen vida en el mismo, afectadas por las decisiones y/o acciones tomadas por las instancias anteriores.  Nos interesa señalar de manera particular las siguientes:

Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales (MARN).  El es el ente rector de la polìtica venezolana en materia ambiental. Cuenta con dos funcionarios en la Gran Sabana, responsables de atender temas tales como minería, extracción de madera en la zona, supervisión del paso de la madera desde Brasil, permisología para construcción, afectación de los morichales, etc.

Instituto Nacional de Parques (INPARQUES).  Es la máxima autoridad administrativa encargada del manejo y conservación de Parques Nacionales y los Monumentos Naturales de Venezela. Ente adscrito al Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales (MARN). 

Guardia Nacional (Fuerza Armada).  La Guardia Naional apoya a INPARQUES en sus funciones de Guardería Ambiental y para el combate de incendios. Recientemente ha venido desarrollando otras actividades de apoyo a las comunidades del Parque (operativos médicos, construcción de viviendas, escuelas y dotación de campamentos turísticos, etc.).

Corporación Venezolana de Guayana (CVG).  Es el ente regional de desarrollo. Fue creada con el objetivo de proteger las cuencas hidrográficas del Río Caroní. Varias instancias y dependencias de la CVG han estado presentes en la región, como son Edelca y la Autoridad Unica Gran Sabana. 

EDELCA: - CVG.  La Compañía Eléctrica del Caroní es una institución adscrita a la CVG. Es responsable desde hace 25 años de llevar el Programa de Control de Incendios de la Cuenca Alta del Río Caroní, además del Programa de Participación Comunitaria. 

Autoridad de Área Gran Sabana – CVG.  Dependencias de CVG en la Gran Sabana, creada como instancia de coordinación interinstitucional. Es responsable de la Estación Científica Parupa que presta apoyo para el desarrollo de proyectos de investigación. 

Protección Civil y Administración de Desastres (PC).  A partir de la promulgación de la Ley Orgánica de Seguridad de la Nación (2002), esta institución tiene la responsabilidad de atender todos los asuntos relativos a las emergencias y desastres a nivel nacional, lo cual incluye la prevención y control de incendios forestales.

Comando Unificado contra incendios de Vegetación.  Comando integrado por Protección Civil, INPARQUES, MARN y la Guardia Nacional, el cual presta apoyo al Programa de Control de Incendios en la Cuenca Alta del Caroní, coordinado por Edelca. 

Pueblo Pemón.  El Parque se ubica sobre los territorios ancestrales de la etnia pemón, quienes lo ocupan desde la época precolombina. Las comunidades están dirigidas por un capitan, anteriormente elegido por elecciones donde se gana por mayoría simple con mucha frecuencia. El pueblo pemón ha dividido su territorio en 8 sectores, cada uno dirigido por un Capitán General, elegido a su vez por una asamblea de comunidades. Cuatro de estos sectores se encuentran dentro del PNC.  Los límites del Parque Nacional Canaima no constituyen una frontera para las comunidades indígenas existiendo relaciones estrechas entre las comunidades que se encuentran dentro y fuera del parque. 

Federación Indígena del Estado Bolívar (FIB). Esta estructura que viene funcionando por casi 25 años, le ha permitido al pueblo pemón el acceso a fuentes de financiamiento para proyectos de desarrollo en las comunidades. Las recientes disposiciones legales del actual gobierno han abierto nuevos espacios de participación política y perspectiva para la reivindicación de sus derechos. 

Dirección General de Asuntos Indígenas (DGAI).  
Ente adscrito al Ministerio de Educación, responsable de todos los asuntos relativos a los pueblos indígenas en Venezuela. Entre sus competencias estaba el otorgamiento de permisos para el acceso a actividades en áreas indígenas, la coordinación de los Talleres de Educación Intercultural Bilingüe dictados a los docentes de las comunidades indígenas y formaba parte de la Comisión Regional para la  Demarcación y Garantía de Hábitat y Tierras de los Pueblos Indígenas.  La DGAI cesó sus funciones recientemente a raíz de la creación del Ministerio del Poder Popular para Asuntos Indígenas, quien absorbió sus funciones como ente rector de la política nacional en la materia

Alcaldía del Municipio Autónomo Gran Sabana.  El Municipio Autónomo Gran Sabana tiene una superficie de 32.988 kilómetros cuadrados (casi todo el parque nacional queda dentro de este municipio).  El municipio muestra un acelerad crecimiento poblacional, duplicando el número de habitantes entre 1998 y 1990. Sin embargo, la densidad se concentra en los principales asentamientos urbanos ubicados fuera del lindero del Parque. 

Consejos Comunales.  Organizaciones concebidas como expresión de un nuevo modelo político territorial establecidas legalmente por la Ley de Consejos Comunales (2006). Se trata de instancias de participación, articulación y e integración entre diversas organizaciones comunitarias, grupos sociales y de ciudadanos para permitir el ejercicio directo de las gestiones públicas y proyectos dirigidos a satistacer las necesidades de las comunidades. De acuerdo a la Ley Orgánica del Ambiente recientemente promulgada, los consejos comunales forman parte de la estructura políticos territorial responsable de implementar el Plan Nacional del Ambiente. Adicionalmente, ellos deberán participarán conjuntamente con otros entes locales ubicados dentro y en las adyacencias de las áreas protegidas en los Programas de Educación Ambiental.

Misiones.  Mecanismo promovido por el gobierno nacional orientado a garantizar la participación ciudadana y a fortalecer la organización comunitaria. Por medio de esta estrategia se busca garantizar los derechos fundamentales consagrados en la constitución, particularmente en los sectores mas excluidos. En el PNC, implementa dos misiones con implicaciones directas en las áreas protegidas. La Misión Árbol orientada a generar una conciencia ambiental sobre la importancia de los bosques, el equilibrio ecológico y la recuperación de espacios degradados. Por otra parte, el objeto de la Misión Guaicapuro es contribuir con el porceso de demarcación y titularidad del hábitat y tierras indígenas, además de contribuir a propiciar el desarrollo armónico y sustentable de los pueblos indígenas.  

Gobernación del Estado Bolívar.  Es responsable del mantenimiento de la vialidad y de la recuperación ambiental de los préstamos de la carretera. A la Gobernación pertenece también el Instituto de Salud Pública, responsable de los ambulatorios y del único hospital en el municipio.  Por otra parte cuenta con una Dirección de Ambiente, la cual forma parte de la Comisión Estadal para el control de incendios de vegetación, integrada también por Inparques, Protección Civil, Guardia Nacional, EDELCA y las alcaldías del Estado; integra también la Comisión Interinstitucional  Regional para la  Demarcación del hábitat y tierras de los pueblos indígenas del Estado Bolívar. La Gobernación actualmente preside la Comisión Estadal del Ordenamiento Territorial (Vitalis, 2002)

Actores vinculados al Turismo.  En el Parque Nacional Canaima se ha venido desarrollando una importante infraestructura turística, la cual es administrada principalmente por operadores turísticos. Existe una Cámara Municipal de Turismo que no congrega  a todos las operadoras.

Iglesia Adventista.  Con una presencia menos visible que la iglesia catálica pero con gran influencia dentro del Parque.

Vicariato Apostólico del Caroní.  Las misiones ejercen gran influencia en tres de las principales comunidades del Parque, en las que instalaron escuelas-granjas, alrededor de las cuales se han venido aplicando técnicas agricolas modernas (plasticultura, biodigetores), cria de peces (lagunas de pisciculturas) y manejo de ganadería y cochineras. 

Centro para la Promoción del Desarrollo Integral Guayana.  El CEDIG es una institución que opera a nivel nacional, creada con el propósito de formular y apoyar proyectos de desarrollo rural dirigido a establecer actividades productivas sustentables. Colabora con el Programa Mayu de la CVG.

Grupos de investigación, consultoría y ONG.  Vitalis, EcoNatura, Fundación La Salle, The Nature Conservancy, Universidad Nacional Experimental de Guayana, Universidad Simón Bolívar, etc.  Estas instituciones han trabajado en conjunto o por separado en el Parque Nacional Canaima desarrollando diversos tipos de estudios. Entre ellos, el Proyecto Evaluación Ecológica Rápida, Proyecto Mejorando Nuestra Herencia y recientemente han colaborado con la elaboración de los Mapas Mentales para el proceso de demarcación de territorios indígenas. 

Población Criolla.  Con el término criollo se designa a todos los habitantes no indígenas que habitan dentro o en torno al parque. La relación de los criollos con los indígenas tiende a ser conflictiva y ambivalente. Los criollos son hostiles hacia el PNC e INPARQUES, por considerar que la figura del parque es un obstáculo para su desarrollo.

Capacidad de influencia de los actores 

Un último aspecto que nos gustaría revisar en esta exploración a algunos de los aspectos amplios de la gobernabilidad asociados al contexto de riesgo, es el que se refiere al peso relativo de los actores en el Parque y los retos que esto plantea para el análisis. En el Gráfico 3 pretendemos mostrar el heterogéneo cuadro de actores o instituciones que operan en las distintas escalas, así como los conflictos presentes. Un ejemplo de ello es la presencia a nivel local del pueblo pemón, con derechos recientemente consagrados en la constitución a la autodeterminación de sus tierras y el respecto a sus conocimientos y formas de organización tradicional, junto a nuevas formas de organización “locales” por definición pero promovidos a nivel del gobierno central, de acuerdo a pautas organizativas y de funcionamiento que nada tienen que ver con las tradicionales (y que están integradas por miembros de las propias comunidades).
Gráfico 3.- Stakeholders e instituciones vinculadas con la gestión 
      de los recursos del Parque Nacional Canaima.

[image: image3.emf]Estigmatización 

y/o amplificación 

social

Patrones culturales

Percepción del riesgo 

(individual, de grupo e 

institucional)

Evidencias 

científicas

Formas de participación 

(inclusiva/restringida)

Relaciones entre 

sistemas de conocimiento

Búsqueda conclusiones 

compartidas

Encuadre del problema 

Identificación y definición de los 

“problema de riesgo”

Generación de opciones 

para el manejo

Evaluación de las opciones 

propuestas

Componentes de la Gobernabilidad del riesgo: 

Componentes de la Gobernabilidad del riesgo: 

Gesti

Gesti

ó

ó

n el riesgo, contexto de riesgo y cultura pol

n el riesgo, contexto de riesgo y cultura pol

í

í

tica

tica

Estigmatización 

y/o amplificación 

social

Patrones culturales

Percepción del riesgo 

(individual, de grupo e 

institucional)

Evidencias 

científicas

Formas de participación 

(inclusiva/restringida)

Relaciones entre 

sistemas de conocimiento

Búsqueda conclusiones 

compartidas

Encuadre del problema 

Identificación y definición de los 

“problema de riesgo”

Generación de opciones 

para el manejo

Evaluación de las opciones 

propuestas

Estigmatización 

y/o amplificación 

social

Patrones culturales

Percepción del riesgo 

(individual, de grupo e 

institucional)

Evidencias 

científicas

Formas de participación 

(inclusiva/restringida)

Relaciones entre 

sistemas de conocimiento

Búsqueda conclusiones 

compartidas

Encuadre del problema 

Identificación y definición de los 

“problema de riesgo”

Generación de opciones 

para el manejo

Evaluación de las opciones 

propuestas

Componentes de la Gobernabilidad del riesgo: 

Componentes de la Gobernabilidad del riesgo: 

Gesti

Gesti

ó

ó

n el riesgo, contexto de riesgo y cultura pol

n el riesgo, contexto de riesgo y cultura pol

í

í

tica

tica


Fuente: Sánchez, I  y Rodríguez, I. (2008)
La dinámica de las interacciones que se dan entre las distintas escalas de gobierno, donde se observa falta de coordinación y comunicación, da como resultado una gestión precaria e ineficiente.  En la perspectiva de propiciar la gobernabilidad del riesgo asociado a la gestión ambiental del PNC se nos plantean las siguientes interrogantes:

· ¿Cuáles son las instituciones o stakeholder de los distintos niveles que deberían incluirse como parte de una estrategia orientada a la gobernabilidad del riesgo?, 
· ¿Cuáles redes deberían capitalizarse y cuales deberían  propiciarse?

· ¿Qué tipo de arreglos institucionales permitirían la gestión integral y sustentable de los recursos del parque?

· ¿Cuáles son las posibilidades, limitaciones y alcances de una iniciativa de este tipo?

· ¿Cómo avanzar en la búsqueda de una gestión concertada del riesgo en medio de un “ambiente político” cambiante?
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